Comisión de Seguridad Social 


Versión Taquigráfica N* 1126 de 


Carpetas Nos. 332 y 486 de 2005 2007 


a 
1858 y 1869 de 2007 


EXPLOTACIONES AGROPECUARIAS 


Se incorporan determinadas actividades a lo dispuesto 
por el artículo 1” de la Ley N” 15.852 
ver exposición 


RÉGIMEN DE SEGURIDAD SOCIAL PARA DEPORTISTAS 


Establecimiento 
ver exposición 


CAJA NOTARIAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL 


Modificación de las disposiciones de la Ley N* 17.437 
ver exposición 


PRESTACIONES A JUBILADOS Y PENSIONISTAS 


Minuta de Comunicación solicitando al Poder Ejecutivo el aumento 
de las mismas con vigencia al 1” de junio de 2007 
ver exposición 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 11 de julio de 2007 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Daniel Bianchi. 
MIEMBROS: Señores Representantes Pablo Abdala, José Luis Blasina y Esteban Pérez. 


DELEGADO 
DE Señor Representante Alfredo Asti. 
SECTOR: 


INVITADOS: Rodrigo Goñi Romero y Juan José Bruno. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bianchi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Es un gusto para la Comisión de Seguridad Social contar con la presencia del señor Diputado Goñi Romero. 
Tal como hemos comunicado, estamos analizando algunos artículos y quisiéramos escuchar comentarios 
sobre el proyecto que ha presentado. 


SEÑOR GOÑI ROMERO. La primera precisión que hay que hacer es que este proyecto se presentó 
en virtud de la Resolución N” 17-41, de 8 de junio de 2005, del Directorio del Banco de Previsión Social, 
que fue derogada y sustituida por el propio Banco a través de la Resolución N* 24-27, de 3 de agosto de 
2005, que es la que voy a comentar y analizar porque, en definitiva, no cambia la esencia del proyecto 
que presentamos. Quería hacer esta precisión para que no hubiera confusiones. 


El tema es bastante complejo, pero el resultado práctico es muy simple. El Directorio del Banco de Previsión 
Social resolvió cambiar el sistema de aportación de algunas empresas vinculadas al sector agropecuario, o 
empresas agropecuarias, cambiando el sistema de aportes a la Seguridad Social: del régimen vinculado a la 
Ley N? 15.852 se pasó a aportar por el régimen general de industria y comercio. 


Por lo tanto, conviene analizar el tenor de las normas vinculadas. 


La Ley N* 15.852, que aprueba las normas sobre aportaciones tributarias de empresas rurales, en su artículo 
1* define: "Son empresas rurales contribuyentes las personas físicas o jurídicas, sociedades civiles o 
comerciales de cualquier naturaleza, sucesiones y condominios, que desarrollen explotaciones agropecuarias 
cualquiera sea la vinculación jurídica con los inmuebles que le sirven de asiento". Vale decir que comprende 
a todo aquel que desarrolle una actividad agropecuaria. La norma reglamentaria de esta ley, el Decreto N* 
61/987, define como explotación agropecuaria aquellas dedicadas a la obtención de un resultado económico 
producto de un proceso biológico con directa relación a un asentamiento rural. A su vez, el artículo 10 de la 
Ley N* 15.852 nos lleva a las agroindustrias, y establece: "Cuando en un establecimiento rural predomine el 
proceso de industrialización o transformación sobre la explotación agropecuaria, la aportación se realizará 
conforme al régimen que corresponda a las empresas industriales y comerciales. [...]". Básicamente, esta es la 
norma que estaría dando algún viso legal a la resolución el Directorio del Banco de Previsión Social en la 
medida en que al final de este artículo se establece: "Al reglamentar esta ley el Poder Ejecutivo determinará 
qué actividades se consideran agroindustriales, típicamente industriales o típicamente rurales que se realicen 
o no en el propio establecimiento". Es importante tener en cuenta la referencia de que las actividades de las 
empresas típicamente rurales pueden realizarse fuera del establecimiento. 


En la norma reglamentaria, el Decreto N* 61/987, se regula la materia y se vincula al nivel de inversiones. Es 
decir, el Poder Ejecutivo entiende que dependiendo de quién tenga mayor nivel de inversión, la actividad 
industrial o la agropecuaria, será la norma que determine sobre los aportes de los empleados de una u otra 
rama. El tema es que determina que tiene que haber una actividad industrial; si hubiera actividad industrial en 
el caso que estamos analizando, la Resolución del Directorio del Banco de Previsión Social, se refiere a los 
"packing". Después vamos a ver que no hay actividad industrial. Si consideráramos que en las empresas 
citrícolas hay actividad industrial desde la implantación del árbol, todas serían absorbidas por el régimen de 
industria y comercio; hay un fuero de atracción porque se establece que la que predomine, la actividad 
industrial o la agropecuaria, atraerá a todo el resto. Quiere decir que si determináramos que hay actividad 
industrial desde la implantación del árbol hasta la exportación de la naranja, todo ese proceso sería de 
industria y comercio, con lo cual no habría actividad agropecuaria. Creo que podemos coincidir con respecto 
a que sería absurdo considerar que no hay actividad agropecuaria en la explotación citrícola. Además, por 
este mismo concepto, en normas posteriores como la Ley N* 17.555, se dispuso: "[...] 'Cuando en un 
establecimiento rural se realicen también actividades turísticas de cualquier naturaleza, la aportación se 
realizará conforme al régimen que corresponda a las empresas rurales, siempre y cuando predomine la 
explotación agropecuaria". [...]". 


Entonces, es importante ver si hay industrialización en el trabajo de "packing". Nosotros tenemos el 
convencimiento de que esto no es así, porque al "packing" ingresa un producto, por ejemplo, en la actividad 
citrícola ingresa una naranja, y sale la misma naranja. No sale un jugo, naranjas transformadas en esencias, 
concentrados o lo que se les ocurra; es la misma naranja la que sale, tal vez más limpia, con fungicidas para 
matar hongos, embalada, con una etiqueta y empaquetada en cajones. Esto es fundamental para poder trabajar 
en este negocio que, además, está directamente vinculado a la exportación. No olvidemos que el 90% de la 
producción citrícola de nuestro país es exportación. De manera que aquí no hay un cambio en la esencia del 
producto, porque es la misma naranja. 


La ley de aportes rurales incluye las actividades agropecuarias sin discriminar por tamaño, intensidad de 
capital ni intensidad de recursos humanos. Es obvio que producir implica vender, e implica hacerlo en las 
condiciones normales en las que es comercializado el producto. No importa cuánto trabajo ni capital estemos 
invirtiendo en el tema; después vamos a ver lo que significaría pensar de manera distinta en la horticultura. 


Habíamos dicho que en la reglamentación de la ley se establecía que el resultado económico era el producto 
de un proceso biológico con directa relación a un asentamiento territorial. Esta es la otra pata que tiene la 
actividad agropecuaria. Esto refiere a actividades que, si bien cumplen un proceso biológico, no utilizan el 
factor tierra para la producción. Por ejemplo, el malteado de cebada consiste en el germinado en pileta y 
posterior secado del grano; este es un proceso netamente biológico, pero excluye el factor tierra. Esta podría 
ser una de las actividades excluidas del régimen de la Ley_N* 15.852. Esto no excluye a actividades que 
miradas aisladamente pueden aparecer como no vinculadas a una explotación agropecuaria, pero que por su 
fin sí lo están. Por ejemplo, los administrativos. Esto tiene importancia de acuerdo con el grado y la escala de 
la propia explotación agropecuaria. Generalmente uno tiende a asociar la explotación agropecuaria con 
pequeñas unidades económicas, pero ni siquiera todos estamos de acuerdo con que debe ser así. 


Empresas más grandes requieren de una administración más grande, y esto tiene poco y nada que ver con la 
tarea típicamente agropecuaria que imaginamos; sin embargo, una buena administración es necesaria para la 
actividad agropecuaria. ¿Quién puede dudar de esto? ¿Quién puede dudar de que determinadas empresas 
agropecuarias -desde la ganadería hasta la horticultura, pasando por todas la que los señores Diputados 
quieran- pueden tener camiones para acercar sus insumos o para sacar su producción? Es parte de la empresa 
agropecuaria. En caso contrario, ¿debería tener una empresa de transporte? En la medida en que la ley no 
previó, ya sea por escala o por el grado de inversión necesaria, creo que estamos de acuerdo con que no tiene 
absolutamente nada que ver el capital que estemos manejando. Se refiere al proceso biológico que esté 
vinculado al asentamiento territorial. En el caso de las empresas a las que se aplicó la resolución del 
Directorio del Banco de Previsión Social ambas cosas se cumplen: son procesos biológicos que no alteran 
para nada la esencia de su producto y en el que hay directa vinculación con un asentamiento territorial, sin lo 
cual no podría haber producto. Esto nos parece absolutamente determinante para el análisis de la propia 
resolución. 


El artículo 7* del Decreto N* 61/987 nos remite a la clasificación por rama de actividad cuando establece: 
"Declárase aplicable a los efectos previstos en la ley que se reglamenta, la clasificación por rama de 
actividad, establecida por la Dirección General de Estadística y Censos para la VI Censo General de 
Población y IV de Vivienda [...]". Allí, para el Rubro 1, agricultura, caza, silvicultura, etcétera, se define a 
servicios agrícolas integrados, entre otros, por las actividades de recolección, trilla, empacado. En el Rubro 3, 
para industria manufacturera -es importante tener claro esto porque no debe confundirse-, se habla de 
envasado, conservación de frutas, de legumbres, etcétera. Lo que está vinculado a la agricultura, el 
empacado, refiere a empaquetar o encajonar; envasar, relacionado a la parte industrial, en su acepción castiza 
refiere a echar líquidos en vasijas. La Clasificación Industrial Internacional Uniforme de 1968 califica al 
envasado como aquel que resulta en recipiente herméticos, con lo cual el envasado se considera ligado a un 
proceso de conservación, que generalmente implica la transformación concomitante de las características del 
bien primario. 


Creemos que esto es determinante para saber y diferenciar, y no caer en el error de que envasar es lo mismo 
que empaquetar, que empacar, la actividad típica del "packing". No deberíamos confundirnos porque esto 
podría confundirnos en una clasificación industrial o en una clasificación agropecuaria. 


La primera vez que leí el decreto reglamentario del Impuesto a las Rentas de las Actividades Económicas, de 
26 de abril de 2007, realicé algunas anotaciones, y créanme que lo hice en su momento. En su artículo 4, 
"Rentas agropecuarias", se establece: "Constituyen rentas comprendidas: a) Las derivadas de la explotación 
agropecuaria.- b) Las resultantes de la enajenación de bienes del activo fijo afectados a la explotación 
agropecuaria.- c) Las obtenidas por la utilización de bienes o prestación de servicios, directa o indirectamente 
derivados de la explotación agropecuaria. - d) Las obtenidas bajo forma de aparcería, pastoreo, medianería y 
similares.- A tales efectos se entiende por explotación agropecuaria la destinada a obtener productos 
primarios, vegetales o animales, tales como cría o engorde de ganado, producción de lanas, cerdas, cueros y 
leche, producción agrícola, frutícola y hortícola, floricultura, y avicultura, apicultura y cunicultura.-" - 
claramente, aquí incluye a la producción citrícola- "En consecuencia, se excluyen las actividades de 


manipulación o transformación que importen un proceso industrial, excepto cuando sean necesarios para la 
conservación de los bienes primarios. [...]". 


De manera que aun siendo necesario para la conservación de bienes primarios, el propio decreto 
reglamentario de la ley está advirtiendo que se trata de una explotación agropecuaria. Créanme que cuando 
leí esto anoté: "Avisar a Murro", porque esto va claramente en contra de la resolución adoptada por el 
Directorio del Banco de Previsión Social. 


Quiero recalcar el tema de que acepta algún tipo de manipulación o transformación que importe a un proceso 
industrial si es necesario para la conservación del bien primario. Esto es del Poder Ejecutivo, del 26 de abril 
de 2007. 


Según la resolución del Directorio del Banco de Previsión Social, excluye y dice: "Declárase que la actividad 
de packing destinada a la comercialización a escala mayorista de productos agropecuarios, y realizada por 
personal no comprendido por el Estatuto para el Trabajador Rural [...], posee inclusión por el régimen de 
actividades de industria y comercio, no siendo pertinente su declaración y tributación por el régimen de las 
actividades rurales, ello es sin perjuicio del giro rural exclusivo o predominante de la empresa que realice tal 
actividad, y sin perjuicio de referirse exclusivamente a producción de origen propio". 


Vamos a analizar el tema, pero quiero destacar algunos aspectos. Aquí se está hablando de actividad de 
"packing" destinada a comercialización a escala mayorista, clasificación que no hace la ley ni el decreto que 
la reglamenta. Se refiere a personal no comprendido por el estatuto del trabajador rural, otra clasificación que 
ni la ley ni el decreto reglamentario contiene, y lo interpreta como poseedor del régimen de actividad de 
industria y comercio, lo que va absolutamente en contra del criterio que se había manejado hasta ahora en 
cuanto a la predominancia de una u otra actividad, agropecuaria o industrial, como la propia ley de 
aportación definía, determinando que la que fuera mayor absorbía al resto de las actividades. Por ello la 
resolución expresa "[...] sin perjuicio del giro rural exclusivo o predominante de la empresa que realice tal 
actividad, y sin prejuicio de referirse exclusivamente a producción de origen propio", es decir que 
directamente la deja de lado. 


Como decía, el artículo 10 no discrimina por la realización o no en el propio establecimiento. Antes dijimos 
quienes no podían adherirse y ahora, la resolución se refiere a quienes estarían incorporados, y dice: 
"Declárase procedente la afiliación rural del personal afectado a tareas de packing [...] siempre que se 
verifiquen las siguientes condiciones acumulativas:- A. Realizado por personal de la explotación rural (y 
comprendido por el respectivo estatuto laboral de los trabajadores del sector);- B. En el propio asiento de la 
explotación rural;- C. Teniendo como objeto exclusivamente a productos derivados de la propia explotación;" 
-es decir no de terceros-, y "D. Realizado mediante procesos de limitada o nula automatización, y en los 
cuales resulte prevalente la actividad manual del personal afectado". Vamos a analizar punto a punto. 


Analicemos una condición: que el "packing" sea realizado en el propio asiento de la explotación 
agropecuaria. El artículo 10 de la ley -en el que hice especial hincapié- no discrimina por la realización o no 
en el propio establecimiento, y el artículo 3” del Decreto Reglamentario define que: "A partir del 1” de 
octubre de 1986, las explotaciones agropecuarias, cualquiera sea la vinculación jurídica con los inmuebles 
que le sirvan de asiento, ubicadas en zonas rurales, urbanas, suburbanas y balnearias se encuentran gravadas 
por una contribución patronal determinada por el número de hectáreas índice de productividad [...]", destaco 
que señala las ubicadas en predios urbanos, inclusive. Además dice: "Considérase explotación agropecuaria, 
la que se encuentra destinada a la obtención de un resultado económico producto de un proceso biológico con 
directa relación a un asentamiento territorial", que es lo que analizamos antes. 


De manera que esta inclusión y esta condición que se establece en cuanto a que tenga que ser realizado en el 
propio asiento de la explotación rural no tiene un basamento legal que hayamos encontrado lo que, por cierto, 
no se cita en la resolución. 


El artículo 14 de este mismo Decreto Reglamentario de la Ley de Aportaciones Rurales establece que: "El 
montepío es de cargo de los trabajadores rurales dependientes (empleados y obreros) que realicen tareas 
agropecuarias, cualquiera sea su calificación, aún cuando los establecimientos se encuentren ubicados" -y 
reitera- "en zonas urbanas, suburbanas o balnearias". Creo que es fundamental tener esto en cuenta para 
comprender cómo esta condición que se establece en cuanto a que deba tener el propio asiento en la 
explotación rural, no tiene basamento legal alguno. Se desprende de esto que la calificación de una actividad 


como agropecuaria no depende del predio en el cual se asienta, ya que si este forma parte de la tarea 
perteneciente al ciclo agropecuario, es agropecuaria la actividad toda. 


Otra de las condiciones que se establece es la de que sea "Realizado mediante procedimientos de limitada o 
nula automatización, y en los cuales resulta prevalente la actividad manual del personal afectado". Debo decir 
que esto me subleva y no veo de qué norma se puede extraer una condición de este tipo que establezca que 
para tener actividad agropecuaria se deba tener limitada o nula automatización. Eso es una crueldad y una 
condena ligada con una concepción agrícola de un pasado muy lejano, de la época de la conquista. Es 
absurdo y a la gente del interior le subleva y molesta que se pueda establecer este tipo de condición para 
hacer explotación agropecuaria. Reitero que la ley no discrimina por estos conceptos, y podemos analizar 
nuevamente el artículo 1%, que liga la actividad a la transformación biológica con el fin de obtener un 
producto natural en condiciones de ser vendido como lo requiere el mercado. 


Recién hablaba de la producción hortícola. Entonces, ¿qué pasaría con la horticultura en Salto? ¿Ustedes 
tienen idea de cuánto cuesta hacer una hectárea de invernáculos? Nunca menos de US$ 40.000; el riego para 
esa hectárea cuesta otros US$ 10.000. Qué poca importancia tiene la tierra en esta producción; pero ¿alguien 
duda de que la horticultura es una producción agropecuaria? Porque con este criterio de que debe haber 
limitada o nula automatización y debe privar el trabajo manual, todo lo que se invierta en la explotación 
agropecuaria estaría yendo en contra del espíritu de la propia ley. 


Otro punto que se impone como condición para que el "packing" sea tomado como actividad y explotación 
agropecuaria es que sean "Realizado por el personal de la explotación rural" -y entre paréntesis, casi como 
con vergilenza, dice lo siguiente- "(y comprendido por el respectivo estatuto laboral de los trabajadores del 
sector)". Ese estatuto fue hecho en el año 1978 y no se refiere al trabajador rural como tal, sino a 
determinadas actividades del trabajo rural, específicamente las que refieren a los establecimientos rurales. 
Analizando las condiciones que se daban en algunos lugares, el Consejo de Estado de la época determinó 
esto, pero nuevamente hago la misma pregunta: ¿dónde está el basamento legal para esta condición? Además, 
quien quita al personal del "packing" del estatuto del trabajador rural es el propio BPS, porque el personal del 
"packing" tradicionalmente ha estado incluido en el ámbito rural. Pero el BPS dice: "No; usted tiene 
condición de industria y comercio", y lo saca. Y además, después que lo saca, determina que la condición 
para que pueda ser explotación agropecuaria es que esté comprendido en el estatuto del trabajador rural, pero 
él lo sacó. Primero lo saca y después lo pone como condición; es una cuestión kafkiana que realmente 
asombra: se saca el personal de determinado lugar y luego se impone como condición que el personal deba 
estar en ese lugar, lo cual es un absurdo. 


De manera que hemos visto que las condiciones que la resolución del Directorio establece no tienen base 
legal alguna para resolver y eso preocupa, y por eso el tenor de la ley. 


Además, otra de las cuatro condicionantes es que debe tener objeto exclusivamente a productos derivados de 
la propia explotación. El BPS reconoce que es jurisprudencia consolidada a nivel interno de ese organismo 
que las empresas con actividad rural y con actividad industrial deban afiliarse a las dos Cajas. Es decir que si 
una misma empresa tiene, por un lado, actividad industrial o comercial y, por otro, actividad rural, debe 
aportar a dos cajas, aunque sea una sola empresa. El personal que tenga afectación exclusiva a una actividad 
queda comprendido por la Caja que ampare esa actividad. Si una empresa hace horticultura por un lado y, por 
otro, tiene un comercio de electrodomésticos, el personal -por más que sea de la misma empresa- aporta a su 
propia caja. Y el personal indistinto queda comprendido por la Caja que ampara la actividad de la empresa de 
mayor actividad económica, la que resultará y se medirá por el valor de los bienes afectados a cada giro. 
Quiere decir que el propio BPS determina esto, y tengo el Manual del Contribuyente incorporado por el BPS 
en su página web en su numeral 4.4, referido a agroindustrias. Por lo tanto, cada personal aporta a su Caja y 
el personal que cumple tareas para los dos sectores -clásicamente el personal administrativo- aporta a la Caja 
relacionada con la actividad que implique mayor valor en su venta. Entonces, con ese criterio que es 
jurisprudencia consolidada en el BPS, en el caso del "packing" realizado sobre frutas de producción no 
propia, en tanto el personal realice indistintamente tareas sobre frutas propias y no propias, este resultaría 
incluido en el régimen de aportación rural según el valor de ambas producciones. Si un "packing" trabaja en 
su mayoría con fruta propia y eventualmente hace un trabajo para terceros, el personal dedicado va, por un 
fuero de atracción, al personal del propio "packing" y aporta por Caja Rural, como ya hemos visto. 


Luego analizaremos el tema de las economías de escala, porque creo que este aspecto es determinante, y 
además quiero tocar el tema del lugar y el asentamiento desde la óptica del trabajo, porque considero que 
también es determinante. 


Adviertan cuál ha sido la historia del trabajo, sobre todo en lo que tiene que ver con la hortifruticultura. En 
nuestro departamento, que es donde más se desarrolló la citricultura, se comenzó por la década del cuarenta 
con plantaciones de citrus que fueron creciendo, en chacras que se fueron incorporando en forma individual, 
y algunas empresas lograron economías de escala importantes y, poco a poco, fueron pasando de su mercado 
interno a un mercado exportador que les imponía determinadas condiciones de trabajo y de presentación de la 
fruta. Naturalmente, estamos hablando de emprendimientos que en la época no contaban con luz eléctrica, 
porque no había. Imagínense ustedes hacer un "packing" en una chacra, en "El Espinillar", en "Constitución", 
en "Zanja Honda", en la "Colonia 18 de Julio", en "Garibaldi", etcétera, no había luz y naturalmente que los 
"packing" no podían estar en las chacras; no había forma. Además -y a esto viene la economía de escala- no 
se justifica un "packing" por cada chacrero; no hay forma de instrumentarlo porque realizar un "packing" 
requiere una inversión importante. 


De manera que se fueron buscando lugares en los que hubiera posibilidad de desarrollar los "packing" y eso 
fue en torno a la ciudad, porque era donde estaban las condiciones elementales para ese trabajo. Imponer que 
el "packing" esté en una chacra es absurdo. Sin desmedro de ello, debo decir que el principal "packing" de 
Salto -y calculo que el más importante del país, pero no viene al caso- está en una zona rural; a los fondos del 
"packing" hay plantaciones cictrícolas y cuando se realizó el plan de ordenamiento urbano de la ciudad -en el 
que me tocó trabajar como Edil- se hizo una curva en el trazado para que ese "packing" no quedara dentro de 
la zona urbana, porque en realidad fue hecho en los accesos semiurbanos, suburbanos o rurales de su época a 
los que hoy la ciudad absorbió porque creció, pero la idea nunca fue que el "packing" estuviera dentro del 
predio urbano. 


En esas condiciones, naturalmente se impone que los "packing" estén en predios urbanos, que canalicen la 
fruta de distintos emprendimientos agropecuarios y, además, trabajen para terceros bajo distintas e infinitas 
modalidades. Por ejemplo, nadie podrá imaginar que un productor con cincuenta, setenta, ochenta o cien 
hectáreas de citrus pueda exportar y acceder a mercados europeos; es impensable porque la escala no se lo 
permite. Hay empresas que, por escala, se han especializado en la exportación; son dos o tres grupos 
exportadores que existen en el país, en los que confluye fruta de distintos productores agrupados. Allí se 
hacen servicios de empacado o, en muchos casos, se participa de distintas maneras: arrendando chacras o 
trabajando las chacras desde el principio. Entonces, el grupo madre trabaja en las chacras desde el 1” de enero 
al 31 de diciembre, realizando el mantenimiento agrícola, de podado, etcétera, en frutas y en montes que son 
ajenos, pero han llegado a acuerdos que sirven a todos y que permiten ese fantástico hecho de que la 
exportación citrícola del país ronde los US$ 100:000.000, en buena hora. Pretender que esto sea hecho por 
cada uno, con poca automatización, sin tener en cuenta lo que implican los mercados europeos -que es 
básicamente hacia donde va dirigida nuestra producción-, las exigencias y costos que tienen, es absurdo. Hoy 
en día están haciendo inspecciones para que en todas las chacras, cada cierta cantidad de hectáreas, haya 
baños con determinadas condiciones higiénicas; imponen esa condición, de lo contrario, no se pasan los 
requisitos ambientales y de trabajo para que les pueda ser comprada la fruta. ¿Alguien cree que esto lo pueda 
hacer un productor chico o mediano? Es imposible. 


Estas son las condiciones en que se está trabajando hoy. Esta resolución del Banco de Previsión Social, 
absolutamente ilegal -como hemos analizado- ha impuesto a los "packing" costos que, según estudios, se 
estimaron en cercanos al US$ 1:000.000. Se podrán ustedes imaginar que en condiciones de competitividad 
siempre justa -como todos reconocen que existe en Uruguay- hablar de este tipo de costos es una enormidad. 
En años excepcionales, como fue 2004, los balances consolidados de la actividad citrícola dan una 
rentabilidad de US$ 2:900.000 o US$ 3:000.000. Repito que estamos hablando de años excepcionales. 
¿Ustedes imaginan lo que está pasando ahora con la caída que tuvo el precio del dólar -que es la moneda que 
se convierte para pagar los insumos nacionales-, con el aumento de los insumos nacionales, como por 
ejemplo la mano de obra, y con el aumento de los insumos importados, tales como fertilizantes, fitosanitarios, 
fungicidas, cuyos valores se han duplicado? Además, hay que tener en cuenta un riesgo siempre latente. 
Acabo de hablar a Salto y la helada en las chacras hoy bajó la temperatura a -9%. Esto va a significar una 
pérdida enorme en la producción, que se cocina. ¿Nunca cortaron una naranja que no tiene jugo y que parece 
un corcho? Esa es una naranja afectada por la helada. Obviamente, eso no puede ir al mercado externo ni 
tampoco al interno; eso se pierde. Esto ocasiona pérdidas y es el riesgo que generalmente los gobiernos y la 


visión ciudadana no miden, que es el riesgo agrícola vinculado al clima. Es un riesgo por demás determinante 
en toda la actividad agropecuaria y que echa las cartas en la suerte del emprendimiento. Puede alguien hacer 
todo lo que la tecnología y el conocimiento humano indiquen que sea necesario, pero no es posible controlar 
al señor clima. Y no dejar márgenes como para que se absorban los riesgos climáticos lleva a que años de 
pérdidas grandes -como seguramente será 2007- determinen endeudamientos cada vez más incontrolados que 
conducen a los grandes tropezones que la producción agropecuaria tiene. 


La ecuación de costos nunca es fácil y cuando el BPS, con una voracidad que puedo comprender pero que no 
mira la realidad de nuestras empresas agropecuarias, impone sobrecostos uno tiene que establecer 
determinadas condiciones de precaución. Como el BPS se ha permitido interpretar una ley sin un basamento 
legal -como he demostrado-, yo me he permitido hacer lo mismo y presentar un proyecto interpretativo. Para 
que no queden dudas, dice: "Quedan comprendidas en las explotaciones agropecuarias todas las actividades 
posteriores a la obtención del producto, que no impliquen transformación del producto primario, que tiendan 
a su conservación, a su presentación, y a su transporte, como actividades de frío, acondicionamiento para su 
venta, transporte u otras similares hasta su primera enajenación. Quedarán también comprendidas las 
empresas rurales que brinden tales servicios a terceros". 


En definitiva, estoy recogiendo la propia jurisprudencia del Banco de Previsión Social y dejando claro a la 
Administración, para que no haya errores interpretativos, cuál es el espíritu de la Ley N* 15.852 y que no ha 
recibido cambios al respecto. 


Estoy a las órdenes para contestar cualquier pregunta. 


SEÑOR BLASINA.- Con los elementos vertidos por el legislador y toda la documentación adicional 
que nos pueda proporcionar, la Comisión estará en condiciones de estudiar tanto desde el punto de 
vista jurídico como de su contenido real un asunto que el propio colega caracteriza como complejo. No 
se me ocurre formular ninguna pregunta porque tendría que estar empapado en el tema, que no es mi 
situación particular. Sí creo que la Comisión debería recoger todos estos aspectos y abocarse a su 
estudio. 


SEÑOR ASTI.- Comparto que este es un tema complejo. Incluso, la Ley_N” 18.083, que establece el 
nuevo sistema tributario, encaró las aportaciones del sector agropecuario en base a un ficto por 
hectárea, lo que complejiza el tema también respecto de otras actividades que tienen características de 
inclusión en un régimen común para algunos trabajadores y de exclusión para otros; simplemente 
pongo el ejemplo de la construcción desde el Decreto-Ley N” 14.411. 


Por lo tanto, acompañando lo que decía el señor Diputado Blasina, en el sentido de que hay que estudiarlo, 
creo que sería conveniente pensar en citar al Directorio del Banco de Previsión Social para que nos explique 
los fundamentos legales de esa resolución, porque el tema es realmente complejo en el marco del nuevo 
régimen de aportaciones que ha sancionado el Parlamento Nacional y que ha entrado en vigencia a partir del 
1? de julio. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero hacer una pregunta cuya contestación surge de la lectura del 
proyecto, pero me parecería bueno tener en dos palabras una contestación del señor Diputado Goñi 
Romero para que quedara sentado en actas. Está claro que, sin perjuicio de la situación que 
particularmente se ha vivido en el departamento de Salto y con relación a la actividad citrícola, este 
proyecto apunta a resolver ese problema, pero desde una perspectiva general, es decir, con relación a 
todas las actividades vinculadas al sector agropecuario. Es lo que creo entender sobre la base de una 
ignorancia compartida con los Diputados preopinantes respecto de este tema, en el que pienso que hay 
que profundizar. 


SEÑOR GOÑI ROMERO.- Quizás yo no aclaré bien el punto. Esta es una más de las discriminaciones 
que hace el Directorio del BPS, que diferencia por escala. No tengo la lista, pero debe haber tres o 
cuatro "packings" incluidos. Determinó que los más grandes fueran a industria y comercio; el resto los 
dejó en el Banco, con una arbitrariedad a la que la ley bajo ningún concepto habilita. Por eso yo hacía 
especial hincapié en la inversión que todos estamos buscando. Precisamente allí, donde hay más 
inversión acumulada, donde hay más intención de agregar valor a nuestro trabajo, allí se castiga. Si sos 


chiquito y te revolvés entre los terrones de tierra, con la azada, con la guadaña, no pasa nada. Ahora 
bien, si sos de aquellos que han logrado salir adelante y hacés un proceso complejo, acumulativo y que 
permite al país el desarrollo de su producción, te castigo. Es absurdo; va a contramano de lo que uno 
espera como desarrollo de país. Y creo que en el caso de una fuerza de gobierno que ganó por el apoyo 
a un país productivo, esto es un absurdo. Esto va a contramano del país productivo, es ponerle trancas 
y sobrecostos a quienes pretenden desarrollar una actividad como la citrícola que, sin duda, es de cara 
a la exportación, que no se justifica con el mercado interno, que no existe; es irrelevante el mercado 
interno para la producción citrícola que tiene el país. No hay producción citrícola si no es de cara a la 
exportación; no existe. 


Entonces, nos parece que esto es absurdo y es una más de las tantas discriminaciones que ha hecho el BPS en 
esta resolución del Directorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los legisladores plantean que esto se estudie. Precisamente esa fue la idea al 
citar a los Diputados que han presentado estos proyectos, para que nos den su visión y en base a ello 
comenzar a estudiarlos. 


Agradecemos la presencia del señor Diputado Goñi Romero. 
SEÑOR GOÑI ROMERO.- Ha sido un gusto estar acá y quedo a las órdenes. 


(Se retira de Sala el señor Representante Goñi Romero) 


(Ingresa a Sala el señor Representante Bruno) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida al señor Diputado Bruno, que nos va a ilustrar sobre el 
proyecto "Régimen de seguridad social para deportistas". 


SEÑOR BRUNO.- Agradezco a la Comisión la invitación. 


Más allá de que hoy públicamente está planteado el problema de la seguridad social para los deportistas, voy 
a explicar qué es lo que nos motiva a presentar el proyecto de ley. Pensamos que los deportistas profesionales 
tienen un régimen equiparable al común y está claro que el marco en que se mueven es el de patrón y 
dependiente. Lo que nos preocupa es la situación de aquel deportista semiprofesional que destina parte de su 
tiempo al entrenamiento y al desarrollo del deporte -quizás tiene una actividad paralela, por la que aporta a la 
seguridad social-, pero que no puede aportar a su futura jubilación, sobre todo teniendo en cuenta lo que 
significa el ahorro previsional actual. Al menos en el interior del país vemos que esto se da muy claramente 
en determinadas actividades. Nos preocupa, por ejemplo, que la actividad deportiva se dilata 
aproximadamente desde los dieciocho años hasta los treinta o treinta y cinco años y que cuando llegue a los 
sesenta o sesenta y cinco años no haya aportes jubilatorios por esos años. 


Por otro lado, nos encontramos con que las instituciones de las que el deportista depende muchas veces no 
tienen fines de lucro, como es el caso de las que no tienen carácter profesional, y en ocasiones tienen 
dificultades muy grandes para poder subsistir y mantener su actividad. También tenemos el caso de los 
atletas, que no dependen de las instituciones sino que tienen una actividad deportiva independiente, pero que 
también les insume mucho tiempo. En términos generales, este tipo de deportistas se manejan por sí mismos, 
tienen su preparación física, pero no dependen de un club deportivo. 


Pensamos que en las dos situaciones es importante que el aporte patronal esté exonerado porque eso 
facilitaría que el deportista pudiera afiliarse con las condiciones que el Banco de Previsión Social 
estableciera, pero teniendo la posibilidad de hacer solo el aporte obrero para su jubilación. Esa es la intención 
de este proyecto. El argumento en contra que nos han dado algunos es que, en teoría, el deporte es amateur o 
profesional. Nosotros creemos que la realidad del Uruguay nos marca que hay una actividad deportiva 
semiamateur que de ninguna manera podemos ignorar, y que debemos adecuar la norma a lo que nos 
imponen los hechos. Pensamos que hay mucha gente que se vería beneficiada con la aprobación de este 
proyecto y que sería incluida en el sistema de la seguridad social con un régimen mixto especial. 


SEÑOR ASTI.- De la exposición del colega me surgen dos reflexiones. En primer lugar, el artículo 1” 
del proyecto de ley requiere iniciativa del Poder Ejecutivo, dado que la eliminación del aporte patronal 
es una exoneración. 


En segundo término, el Banco de Previsión Social tiene un régimen de aportes para trabajadores no 
dependientes que sería muy asimilable a lo que está planteando el colega. Quizás habría que adaptarlo 
mediante una resolución -también a consultar- del Banco de Previsión Social. Inclusive, en la propia ley está 
establecida la aportación de los trabajadores sin relación de dependencia, que podría contemplar la mayor 
parte de los casos que citaba el señor Diputado en que se da un tipo de relacionamiento con instituciones que 
ni siquiera llegan a tener una actividad empresarial con o sin fines de lucro. Además, como pasa 
frecuentemente con los atletas, los deportistas pueden cambiar permanentemente de institución. Pueden estar 
vinculados con un club para utilizar su infraestructura en su entrenamiento, pero no tienen una relación de 
dependencia. 


La iniciativa puede ser interesante, pero enmarcada fuera de una relación de dependencia. Habría que 
consultar al Banco de Previsión Social qué régimen podría aplicarse a estos deportistas amateur o 
semiamateur que no tienen relación de dependencia. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Me parece muy oportuna y loable la iniciativa del señor Diputado 
Bruno, por los argumentos que acaba de formular. 


Como señala bien el señor Diputado Asti, por supuesto que las exoneraciones tributarias con carácter general 
requieren iniciativa privativa del Poder Ejecutivo. También es verdad, sin embargo, que el artículo 69 de la 
Constitución de la República consagra algunas exoneraciones impositivas que están referidas concretamente 
a las instituciones de enseñanza y culturales. En función de eso -también es verdad-, históricamente en el 
Uruguay, la legislación que fue estableciendo exoneraciones tributarias indica una interpretación amplia del 
concepto de lo cultural, incluyendo entre otras instituciones, no solo a las estricta o rigurosamente culturales 
sino también, por ejemplo, a los clubes deportivos, como una expresión cultural alcanzada, por lo tanto, por 
el ámbito de aplicación del artículo 69. Desde ese punto de vista, podría llegar a sostenerse que la propia 
Constitución estaría contemplando el objetivo que el proyecto del Diputado Bruno contiene. Naturalmente, 
eso debería aclararse por la vía de una norma interpretativa de la Constitución de la República, para lo cual, 
obviamente, se requeriría de una mayoría parlamentaria que interpretara que los deportistas o las 
instituciones deportivas están amparados por lo preceptuado en el artículo 69. Si fuéramos por ese camino 
creo que se trataría de una reformulación del proyecto de ley que estamos comentando. Sin perjuicio de que 
lo que señalaba el señor Diputado Asti es correcto y es una de las vías posibles, también estaría esta otra. 


Evidentemente, las modificaciones introducidas en la reforma tributaria en algún sentido replantean toda esta 
situación, ya que allí se unifican los aportes patronales. Sin embargo, a la luz de la vigencia del artículo 69, al 
menos queda planteado el tema, a los efectos de que en algún momento el Parlamento determine el verdadero 
alcance de ese precepto constitucional y cuál fue la voluntad del Constituyente a la hora de establecer esa 
exoneración. Creo que el concepto de lo cultural es suficientemente amplio como para entender que la 
actividad deportiva está incluida. Lo dejo como reflexión porque entiendo que por ahí, tal vez, en algún 
momento se pueda avanzar si se pueden conjugar las mayorías parlamentarias necesarias. 


SEÑOR BRUNO.- Como señalaban los dos Diputados preopinantes, la intención de este proyecto es 
poner esta problemática sobre la mesa; es un problema que está presente y que tenemos que 
considerar. 


Por supuesto, las exoneraciones requieren iniciativa del Poder Ejecutivo. En algún momento conversamos 
con el señor Diputado Pablo Abdala, precisamente, sobre este tipo de interpretación. Quizás esta discusión 
pueda darse en el seno de la Comisión con los representantes del Banco de Previsión Social. Consideramos 
importante que esta Comisión se ocupe de un sector de la población cuya problemática muchas veces no 
vemos nítidamente. Desde ya agradecemos que se atienda este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias, señor Diputado. 


(Se retira de sala el señor Diputado Bruno) 


SEÑOR BLASINA.- En cuanto a la primera iniciativa, quedó clara la necesidad de contar con la 
documentación, tanto la expuesta en sala por el señor Diputado Goñi Romero, como toda la que él nos 
pueda acercar o podamos obtener. Eso requiere un tiempo de estudio y que la Comisión llegue a 
algunas conclusiones iniciales. ¿Por qué digo esto? Porque si tratáramos el tema directamente -como se 
ha sugerido- con el Directorio del Banco de Previsión Social, me parece que estaríamos en condiciones 
desiguales para el tratamiento de este asunto que, evidentemente, es complejo y merece un estudio. 
Luego de que lo realicemos y lleguemos a alguna conclusión, quisiera integrar también un análisis 
jurídico realizado por nuestro asesor legal. Con esos elementos veremos qué camino transitar. Diría 
que no nos adelantemos a realizar consultas sobre un tema que -algunos más y otros menos- no 
estamos en condiciones de entender cabalmente. Esto no significa que se quite importancia al tema. 
Por el contrario, como es un tema importante, precisamente, requiere un estudio meticuloso. 


Respecto al segundo planteo, más allá de lo que opine nuestro asesor legal, ha quedado claro que no puede 
ser un proyecto de ley. Esto es objeto de consulta cada vez que se presenta una propuesta de esta naturaleza. 
Que se confirme que esto requiere iniciativa del Poder Ejecutivo no significa que la Comisión se desentienda. 
Pero si se comprobara que efectivamente se requiere iniciativa del Poder Ejecutivo, formalmente, este 
proyecto no podría ser considerado tal como se ha presentado. Si requiere iniciativa del Poder Ejecutivo, la 
Comisión no puede incursionar en esa discusión. Primero debemos solventar las consultas jurídicas 
correspondientes con nuestro asesor legal y luego ver la forma de proceder. También se podría convertir esto 
en una minuta de comunicación, siempre que exista voluntad del proponente. Podríamos seguir ese camino. 


Todo esto es previo a la consideración del tema. Si se mantiene la voluntad de que sea un proyecto de ley, la 
Comisión no lo podrá considerar debido a esas razones. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Comparto y suscribo el planteo del señor Diputado Blasina. 
Simplemente, agregaría la variante que formulé hace instantes. Si bien los caminos son los que señala 
el señor Diputado Blasina y en estos términos este proyecto no está en condiciones de ser aprobado, 
eventualmente, podría convertirse en una minuta de comunicación. Tal vez una segunda alternativa 
sería redactar una norma interpretativa de la Constitución de la República, para lo cual no se 
necesitaría iniciativa del Poder Ejecutivo. Lo menciono en condicional porque pediría que ese aspecto 
se incluyera también en el informe jurídico que vamos a solicitar al doctor Sánchez. 


SEÑOR PRESIDENTE. El siguiente punto es "Caja Notarial de la Seguridad Social. (Modificación de 
las disposiciones de la Ley_N” 17.437)". 


SEÑOR BLASINA.- Respecto a este tema, con toda franqueza, me extraña que no se haya seguido el 
trámite habitual. 


En otras oportunidades, durante la Legislatura anterior, con motivo de la aprobación de la carta Orgánica de 
la Caja Notarial y luego, en esta Legislatura, durante el proceso de dos modificaciones -la del artículo 67 y la 
del 119-, mantuvimos contactos formales e informales. Me extraña que con todos esos antecedentes, luego de 
ser aprobado este proyecto en el Senado y al pasar a Cámara de Diputados, no se solicitara una entrevista con 
la Comisión. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Este proyecto viene del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR BLASINA.- Con más razón. En cualquier caso correspondería la solicitud de una entrevista 
con la Comisión. 


Creo que para tratar este punto deberíamos mantener algún contacto. No planteo que los interesados soliciten 
una entrevista sino que los invitemos a concurrir a la Comisión, a los efectos de que expliquen el contenido 


del proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará. 


Pasamos a considerar el siguiente punto: "Prestaciones a jubilados y pensionistas. (Se solicita al Poder 
Ejecutivo el aumento de las mismas con vigencia al 1” de junio de 2007)". 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Este es un proyecto de minuta de comunicación que presentamos los 
legisladores del Partido Nacional. 


Todos sabemos de qué estamos hablando: esto tiene que ver con la política de ajustes que el Poder Ejecutivo 
ha seguido en este caso concreto con relación a las pasividades, pero se vincula también con la periodicidad 
de los ajustes de los salarios de los funcionarios públicos. Nosotros estamos pidiendo al Poder Ejecutivo que 
analice la posibilidad de otorgar un ajuste de las jubilaciones y pensiones con vigencia al 1* de julio. 


Reitero que todos sabemos de qué se trata esto. Todos conocemos cuál ha sido hasta este momento la 
posición del Poder Ejecutivo expresada, fundamentalmente, por los voceros del equipo económico y por el 
propio señor Ministro de Economía y Finanzas. Sin perjuicio de ello, en nombre del Partido Nacional, quiero 
solicitar que en el ámbito de la Comisión se dé una instancia de diálogo con los señores Ministros de 
Economía y Finanzas, y de Trabajo y Seguridad Social o con quienes los representen. Es notorio que el señor 
Ministro de Economía y Finanzas no ha tenido mayor voluntad de comparecer ante esta Comisión -no lo digo 
como reproche, sino como constatación- y que se ha hecho representar en distintas instancias por otros 
funcionarios del Ministerio, lo cual hemos tomado por válido 


Reitero que esto no es un señalamiento político sino la constatación de un hecho. A mi bancada le gustaría 
tener una instancia con el Poder Ejecutivo en el ámbito parlamentario para tratar este asunto. Esto no está 
relacionado necesariamente con los términos de la minuta que estamos planteando, sino con la eventualidad 
de un ajuste de las pasividades. Aunque más no sea, queremos que se nos diga que no. Queremos conocer los 
fundamentos y tener la posibilidad de intercambiar ideas. 


La convocatoria del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, se debe a una razón de competencia; en 
función de que las pasividades se vinculan directamente con esa Cartera, nos parece importante que en 
nombre del Poder Ejecutivo comparezcan ambas Secretarías de Estado. 


Esto lo adelantamos informalmente al señor Presidente y al señor Diputado Blasina, a los efectos de que no 
hubiera sorpresas. Por supuesto, estamos dispuestos a esperar el tiempo necesario, pero también queremos 
solicitar cierta premura en la definición, en función de que los tiempos se van acotando y, si esto se concreta, 
tendría vigencia al 1* de julio, que es cuando se cumplen seis meses del ajuste anterior, correspondiente al 1* 
de enero. El mes de julio está corriendo, por lo que solicitamos que esto se concrete con la mayor prontitud, 
sin pretender ejercer, de esta manera, ningún tipo de presión que, por otra parte, no corresponde. Me parece 
que no habrá mayores dificultades para tener un intercambio. 


No estoy pidiendo definiciones concretas para que se acompañe nuestra tesitura. Estoy reclamando 
definiciones y poder conversar sobre ellas con quienes las deben tomar que son, básicamente, quienes 
representan al Poder Ejecutivo a través de los Ministerios de Economía y Finanzas y de Trabajo y Seguridad 
Social. 


SEÑOR BLASINA.- Podemos seguir analizando este tema en la próxima sesión, pero quiero señalar 
algo que ya adelanté al señor Diputado Pablo Abdala. 


Vamos a comenzar gestiones -eso está definido y hasta se ha anunciado públicamente- con relación a algunas 
medidas que se deberían adoptar a mediados de año. Eso está en proceso. El señor Diputado Pérez y quien 
habla todavía no hemos tomado contacto con las autoridades correspondientes. Para lograr una convocatoria 
como la que plantea el señor Diputado Pablo Abdala sería necesario algún tiempo. No estamos dilatando esto 
en un plazo exagerado, sino que lo planteamos en función de determinadas coordenadas que se están dando 
como, por ejemplo, la inflación del año. Queremos un tiempo razonable para proceder a la convocatoria de 
los Ministerios correspondientes. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Estoy dispuesto a otorgar ese plazo razonable y lo hago con mucho 
gusto, entre otras cosas, porque no tengo otra opción. 


Pienso que sería razonable definir esto en la próxima sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les recuerdo que el próximo miércoles es feriado y, por lo tanto, este mes no 
tenemos más sesiones. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Ahí tenemos una limitante. 


Eventualmente, se podría generar alguna instancia en la última semana de julio. Bastaría con que el señor 
Presidente recabara opiniones informalmente. 


De todos modos, transcurrido el mes de julio, esto cae por su propio peso. 


Estamos dispuestos a esperar a la semana próxima por una respuesta y luego instrumentar la fecha de la 
convocatoria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay que tener en cuenta que la convocatoria de las delegaciones lleva un 
tiempo. 


SEÑOR BLASINA.- Junto con el señor Diputado Pérez nos comprometemos formalmente a que 
cuando haya algún avance que genere condiciones para que esta Comisión reciba a los invitados -en el 
tiempo más breve posible, porque no jugamos solos en esta cancha- lo comunicaremos al señor 
Presidente. 


Todo lo que buscamos es un logro determinado. Estoy pensando en la eficacia del procedimiento, a los 
efectos de lograr esos fines. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estaremos en contacto la semana próxima e iremos evaluando la situación. 


SEÑOR BLASINA.- Quiero hacer un breve planteamiento. Hay una entrevista solicitada por algunos 
ex trabajadores del Frigorífico COMARGEN. He pedido al señor Secretario que verificara si estas 
personas que están solicitando una entrevista son las mismas que recibimos a fines del año pasado. No 
me opongo a recibirlos, sino que deberíamos saber si se trata de las mismas personas. ¿Por qué? Es 
obvio que no recibimos a las delegaciones "pour la galerie'", sino para escucharlas y, eventualmente, 
recoger el planteo. Si esto es una cuestión sin solución de continuidad, no sé hasta dónde vamos a 
llegar. Por lo menos tendríamos que saber si son las mismas personas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a averiguar si se trata de las mismas personas y, eventualmente, 
conceder la entrevista. 


Se levanta la reunión. 


T ínaa dal nia da namrma 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


